
 
 
 
 
 

 
 
 
 



DOCUMENTO DEL CONTENIDO  
CÓDIGOS Y LEYES DE COLOMBIA 

NOV 16 DE 2021 
 

Contenido 
1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA ................................................... 3 

2. CÓDIGO PENAL COLOMBIANO (LEY 599 de 2000) .................................... 4 

3 LEYES SOBRE EL CONSENTIMIENTO INFORMADO EN COLOMBIA .... 4 

3.1 Ley 23 de 1981 Titulo II Capitulo I Artículo 15 ........................................... 4 

3.2 Ley 1438 de 2011 ............................................................................................... 5 

3.3 Ley Estatutaria 1581 de 2012 ......................................................................... 5 

3.4 Ley Estatutaria 1751 del 16 de Febrero de 2015 (ESTATUTO DE SALUD) Ministerio de 
Salud de Colombia....................................................................................................... 5 

3. RESOLUCIÓN MINISTERIO DE SALUD........................................................... 5 

4. CÓDIGO CIVIL COLOMBIANO ........................................................................... 6 

5. JURISPRUDENCIA ................................................................................................ 6 

5.1 JURISPRUDENCIA SOBRE DIGNIDAD HUMANA Y AUTONOMÍA ....... 6 

6. JURISPRUDENCIA SOBRE CONSENTIMIENTO INFORMADO ................. 7 

6.1 Sentencia T-1021 de 2003 Corte Constitucional ....................................... 7 

6.2 Sentencia C-313 de 2014 Corte Constitucional ............................................. 8 

6.3 Sentencia SU-337 de 1999 Corte Constitucional ...................................... 8 

7. JURISPRUDENCIA SOBRE DERECHO A TOMA DE DECISIONES DE SALUD 9 

8. JURISPRUDENCIA SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES EN 
ESPACIOS PÚBLICOS, SEMIPÚBLICOS y PRIVADOS ...................................... 9 

8.1 Sentencia T-068 de 2021 Corte Constitucional ......................................... 9 

8.3 Sentencia T-909 de 2011 Corte Constitucional ....................................... 10 

9 DECRETO SOBRE VACUNACION 

 
 
 
 
 
 
 
  



 
 
SI PERSISTE EN LA EXIGENCIA DE APLICACIÓN DE MEDIDAS SANITARIAS, PESE A LO INFORMADO 
VERBALMENTE SE ESTÁ COMETIENDO DELITOS TIPIFICADOS COMO DISCRIMINACIÓN, HOSTIGAMIENTO, 
COACCIÓN Y COSTREÑIMIENTO ILEGAL, LOS CUALES TIENEN CONSECUENCIAS PENALES, CIVILES Y LEGALES 
EN LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. 
 

1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 
 
DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES  
 
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía 
de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
Artículo 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales 
 
Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte. 
 
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán 
de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados 
o marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
 
Artículo 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos 
y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre 
ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 
 

Artículo 16. Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más limitaciones que las que imponen 
los derechos de los demás y el orden jurídico 
 
Artículo 18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido 
a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia 
 
Artículo 20. Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir 
información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación. Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se 
garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura.  
 
Artículo 21. Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma de su protección. 
 
Artículo 24. Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio 
nacional, a entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia.  
 
Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. 
Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas. 
 

Artículo 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni 
detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las 
formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. La persona detenida preventivamente será puesta a 
disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión 
correspondiente en el término que establezca la ley. En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, 
ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles. 
 

Artículo 38. Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas 
realizan en sociedad. 

 



2. CÓDIGO PENAL COLOMBIANO (LEY 599 de 2000) 

 

2.1 Artículo 134A. Actos de discriminación 
El que arbitrariamente impida, obstruya o restrinja el pleno ejercicio de los derechos de las personas por razón de su raza, 
nacionalidad, sexo u orientación sexual, discapacidad y demás razones de discriminación, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta 
y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 
Objeto de la Ley 1752 del 3 de junio de 2015 del Congreso de la República de Colombia 

Según el Artículo 1 de ésta Ley, el objetivo principal de la misma, es «sancionar penalmente, actos de discriminación por razones 
de raza, etnia, religión, nacionalidad, ideología política o filosófica, sexo u orientación sexual, discapacidad y demás razones de 
discriminación.» 

2.2 Artículo 134B. Actos de Hostigamiento 
El que promueva o instigue actos, conductas o comportamientos constitutivos de hostigamiento, orientados a causarle daño 
físico o moral a una persona, grupo de personas, comunidad o pueblo, por razón de su raza, etnia, religión, nacionalidad, 
ideología política o filosófica, sexo u orientación sexual o discapacidad y demás razones de discriminación, incurrirá en prisión de 
doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes, salvo que la 
conducta constituya delito sancionable con pena mayor. 
 
PARÁGRAFO. Entiéndase por discapacidad aquellas limitaciones o deficiencias que debe realizar cotidianamente una persona, 
debido a una condición de salud física, mental o sensorial, que al interactuar con diversas barreras puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 
 
Recuperado de: https://leyes.co/codigo_penal/134B.htm 09 de noviembre de 2021 
 
 

2.3 Artículo 182. Constreñimiento Ilegal 
 
El que, fuera de los casos especialmente previstos como delito, constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, incurrirá en 
prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 
 

2.4 Artículo 347. Amenazas [Modificado por el artículo 36 de la ley 1142 de 2007]  

 
El que por cualquier medio atemorice o amenace a una persona, familia, comunidad o institución, con el propósito de causar 
alarma, zozobra o terror en la población o en un sector de ella, incurrirá por esta sola conducta, en prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
 
Recuperado de: https://oig.cepal.org/sites/default/files/2000_codigopenal_colombia.pdf 12 de noviembre de 2012 

 

3 LEYES SOBRE EL CONSENTIMIENTO INFORMADO EN COLOMBIA 

3.1 Ley 23 de 1981 Titulo II Capitulo I Artículo 15  
 
ARTÍCULO 15. – El médico no expondrá a su paciente a riesgos injustificados. Pedirá su consentimiento para aplicar los 
tratamientos médicos y quirúrgicos que considere indispensables y que pueden afectarlo física o síquicamente, salvo en los casos 
en que ello no fuere posible, y le explicará al paciente o a sus responsables de tales consecuencias  anticipadamente. Conc. D. 
3380/81 Art.9°. –“Se entiende por riesgos injustificados aquellos a los cuales sea sometido el paciente y no correspondan a las 
condiciones clínico - patológicas del mismo”. 

 
MARCO LEGAL DEL CONSENTIMIENTO INFORMADO 
La Constitución Política de Colombia en los artículos 16, 18, 19 y 20, consagra dentro de los derechos fundamentales, el derecho 
al libre desarrollo de la personalidad y a la libertad de conciencia, de cultos y de información, derechos que soportan el 
consentimiento informado, el cual se puede manifestar en diferentes ámbitos, sin embargo, para el tema objeto de consulta, nos 
referiremos al consentimiento informado para la prestación de servicios de salud en el marco del SGSSS. 

De otra parte, tenemos que la Ley 23 de 1981, al referirse a las relaciones médico – paciente, en los artículos 14, 15 y 18, advirtió 
la necesidad del consentimiento, para realizar los diferentes tratamientos médico-quirúrgicos que se requieran, así: 

https://leyes.co/codigo_penal/134B.htm
https://oig.cepal.org/sites/default/files/2000_codigopenal_colombia.pdf


• “Artículo 14. – El médico no intervendrá quirúrgicamente a menores de edad, a personas en estado de inconsciencia o 
mentalmente incapaces, sin la previa autorización de sus padres, tutores o allegados, a menos que la urgencia del caso 
exija una intervención inmediata”. 

• “ARTÍCULO 18. – Si la situación del enfermo es grave el médico tiene la obligación de comunicarla a sus familiares o 
allegados y al paciente en los casos en que ello contribuya a la solución de sus problemas espirituales y materiales. Conc. 
D. 3380/81. Art. 14. – “Entiéndese que la obligación a que se refiere el artículo 18 de la Ley 23 de 1981, con relación a 
los familiares o allegados debe cumplirse sólo cuando éstos se encuentren presentes” 

Recuperado de: https://consultorsalud.com/consentimiento-informado-todo-lo-que-debe-saber/ 

09 de noviembre de 2021 
 

3.2 Ley 1438 de 2011 
Artículo 114. Es obligación de las Entidades Promotoras de Salud y los prestadores de Servicios de Salud, entre otros, proveer la 
información solicitada de forma confiable, oportuna y clara dentro de los plazos que se establezcan en el reglamento. 

Recuperado de: https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=157252 12 de noviembre de 2021 

3.3 Ley Estatutaria 1581 de 2012   
Artículo 13. Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales" establece que los datos 
personales registrados en cualquier base de datos que los haga susceptibles de tratamiento por entidades de naturaleza pública 
o privada solo podrán suministrarse a los titulares y a las entidades públicas o administrativas en ejercicio de sus funciones legales 
o por orden judicial. 

Recuperado de: https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=157252 12 de noviembre de 2021 

 

3.4 Ley Estatutaria 1751 del 16 de Febrero de 2015 (ESTATUTO DE SALUD) Ministerio de 
Salud de Colombia 

 

Artículo 10. Derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Las personas tienen 
los siguientes derechos relacionados con la prestación del servicio de salud:  
 
c) A mantener una comunicación plena, permanente, expresa y clara con el profesional de la salud tratante;  
 
d) A obtener información clara, apropiada y suficiente por parte del profesional de la salud tratante que le permita tomar 
decisiones libres, conscientes e informadas respecto de los procedimientos que le vayan a practicar y riesgos de los mismos. 
Ninguna persona podrá ser obligada, contra su voluntad, a recibir un tratamiento de salud;  
 
f) A recibir un trato digno, respetando sus creencias y costumbres, así como las opiniones personales que tengan sobre los 
procedimientos;  
 
g) A que la historia clínica sea tratada de manera confidencial y reservada y que únicamente pueda ser conocida por terceros, 
previa autorización del paciente o en los casos previstos en la ley, ya poder consultar la totalidad de su historia clínica en 
forma gratuita y a obtener copia de la misma; 
 
Recuperado de: https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Ley%201751%20de%202015.pdf 
09 de noviembre de 2021 
 
 

3 RESOLUCIÓN MINISTERIO DE SALUD 
 

Resolución 777 de junio 2 del 2021  
 
Artículo 5, Parágrafo. En la organización y estrategias de retorno a las actividades de manera presencial se incluirán a 
las personas que en ejercicio de su autonomía decidieron no vacunarse, independientemente de su edad o condición 
de comorbilidad.  

https://consultorsalud.com/consentimiento-informado-todo-lo-que-debe-saber/
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=157252
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=157252
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Ley%201751%20de%202015.pdf


 
Recuperado de: https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-405413_documento_pdf.pdf 12 de noviembre de 
2021 
 

4 CÓDIGO CIVIL COLOMBIANO 
 
Artículo 1508. Los vicios de que puede adolecer el consentimiento, son error, fuerza y dolo 
 
Artículo 1511.  El error de hecho vicia asimismo el consentimiento cuando la sustancia o calidad esencial del objeto sobre que 
versa el acto o contrato, es diversa de lo que se cree; como si por alguna de las partes se supone que el objeto es una barra de 
plata, y realmente es una masa de algún otro metal semejante. 

 
 

5 JURISPRUDENCIA 
 

5.1 JURISPRUDENCIA SOBRE DIGNIDAD HUMANA Y AUTONOMÍA 
 

Documentos para PRINCIPIOS :: Dignidad Humana 

Año   Documento   Restrictor   
2002 

  

Sentencia T-881 de 
2002 Corte 
Constitucional  

  

Una síntesis de la configuración jurisprudencial del referente o del contenido de 
la expresión dignidad humana como entidad normativa, puede presentarse de 
dos maneras: a partir de su objeto concreto de protección y a partir de su 
funcionalidad normativa. Al tener como punto de vista el objeto de protección del 
enunciado normativo dignidad humana, la Sala ha identificado a lo largo de la 
jurisprudencia de la Corte, tres lineamientos claros y diferenciables: (i) La dignidad 
humana entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital 
y de determinarse según sus características (vivir como quiera). (ii) La dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia 
(vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes 
no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones). De 
otro lado, al tener como punto de vista la funcionalidad, del enunciado normativo 
dignidad humana, la Sala ha identificado tres lineamientos: (i) la dignidad humana 
entendida como principio fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del 
Estado, y en este sentido la dignidad como valor. (ii) La dignidad humana 
entendida como principio constitucional. Y (iii) la dignidad humana entendida 
como derecho fundamental autónomo. 
  

  

2007 

  

Sentencia T-988 de 
2007 Corte 
Constitucional  

  

La Corte subraya que, a pesar de su distinta naturaleza funcional, las normas 
deducidas del enunciado normativo dignidad humana -el principio constitucional 
de dignidad humana y el derecho fundamental a la dignidad humana- coinciden 
en cuanto al ámbito de conductas protegidas. En efecto, ha sostenido esta 
Corporación que en aquellos casos en los cuales se emplea argumentativamente 
la dignidad humana como un criterio relevante para decidir, se entiende que ésta 
protege: (i) la autonomía o posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse 
según sus características (vivir como se quiere), (ii) ciertas condiciones materiales 
concretas de existencia (vivir bien), (iii) la intangibilidad de los bienes no 
patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones). 
  

  

2008 

  

Sentencia T-299 de 
2008 Corte 
Constitucional  

  

En estrecha relación e interdependencia con la dignidad humana, El derecho a la 
vida humana está establecido desde el preámbulo mismo de la Constitución 
Política, como un valor superior que debe asegurar la organización política, pues 
tanto las autoridades públicas como los particulares deben propender por 
garantizar y proteger la vida humana y con mayor razón, si prestan el servicio de 
seguridad social. Igualmente, en los artículos 11 y 13 Superiores, se establece el 
derecho a la vida como inviolable y se consagra como deber del Estado el de 
protegerlo, en especial, el de aquellas personas que, por su condiciones 
económicas, físicas o mentales, se encuentren en circunstancias de debilidad 

  

https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-405413_documento_pdf.pdf
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=97965&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=97965&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=97965&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=84873&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=84873&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=84873&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=82670&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=82670&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=82670&dt=S


manifiesta, y en el mismo sentido, ordena sancionar los abusos y maltratos que 
contra ellos se cometan. 
  

2009 

  

Sentencia T-009 de 
2009 Corte 
Constitucional  

  

La dignidad humana cuenta con tres dimensiones han sido desarrolladas en la 
jurisprudencia constitucional: (i) La dignidad humana entendida como autonomía 
o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus 
características (vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida como 
ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la 
dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, 
integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones).En el caso concreto, 
se constata la amenaza del derecho a la dignidad humana de la mujer derivada de 
la imposición de la continuación del embarazo sin permitirle decidir sobre el 
particular. 
  

  

2012 

  

Sentencia T-244 de 
2012 Corte 
Constitucional  

  

En estrecha relación e interdependencia con la dignidad humana, El derecho a la 
vida humana está establecido desde el preámbulo mismo de la Constitución 
Política, como un valor superior que debe asegurar la organización política, pues 
tanto las autoridades públicas como los particulares deben propender por 
garantizar y proteger la vida humana y con mayor razón, si prestan el servicio de 
seguridad social. Igualmente, en los artículos 11 y 13 Superiores, se establece el 
derecho a la vida como inviolable y se consagra como deber del Estado el de 
protegerlo, en especial, el de aquellas personas que, por su condiciones 
económicas, físicas o mentales, se encuentren en circunstancias de debilidad 
manifiesta, y en el mismo sentido, ordena sancionar los abusos y maltratos que 
contra ellos se cometan. 
  

  

 

 
Recuperado de: https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/listados/tematica2.jsp?subtema=29938&cadena= 
09 de noviembre de 2021 

 
 

6 JURISPRUDENCIA SOBRE CONSENTIMIENTO INFORMADO 
 

Somos libres y autónomos en virtud de nuestra dignidad humana.  
 

6.1 Sentencia T-1021 de 2003 Corte Constitucional 
 
 
CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE- Requisito necesario para la práctica de procedimientos médicos 

  
El consentimiento informado es un requisito necesario para la legitimidad constitucional de la práctica de procedimientos médicos, 
pues los profesionales de la salud no pueden decidir por sus pacientes, so pena de desconocer su condición de sujetos libres y 
moralmente autónomos. 
  

CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE-Características 

  
CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE-Exigencias cualificadas 

  
CONSENTIMIENTO SUSTITUTO PATERNO-No es absoluto 

  
La facultad que tienen los padres del menor de emitir el consentimiento sustituto no puede entenderse en términos absolutos, 
habida cuenta que los niños también son titulares, al menos de forma parcial, de los derechos a la autonomía individual y la 
libertad, sin que sea posible negar su carácter ontológico particular, relegándolos a la calidad de  propiedades de sus progenitores. 
En este orden de ideas, los menores de edad están capacitados para tomar decisiones sobre su propia salud en directa proporción 
con su nivel de desarrollo.  Por ello, un adolescente cercano a la mayoría de edad podrá, válidamente y de manera exclusiva y 
prevalente, decidir sobre una multiplicidad de aspectos, entre ellos el consentimiento para la práctica de procedimientos médicos 
que afecten su salud. 
  

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=84946&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=84946&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=84946&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=82862&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=82862&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=82862&dt=S
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/listados/tematica2.jsp?subtema=29938&cadena=


PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y BENEFICENCIA EN LA ACTIVIDAD MÉDICA-Criterios de ponderación 

  
La jurisprudencia constitucional fija tres criterios que son adecuados para efectuar la labor de ponderación entre el principio de 
autonomía y el de beneficencia respecto al consentimiento sustituto de los padres.  Estos criterios son:  “(i) la urgencia e 
importancia misma del tratamiento para los intereses del menor, (ii) los riesgos y la intensidad del impacto del tratamiento sobre 
la autonomía actual y futura del niño y (iii) la edad del paciente”. Para la Corte, la considerac ión de estos criterios es útil en la 
medida en que permite identificar razonablemente situaciones en las que prima la autonomía del menor y el ejercicio de la acción 
benéfica en cabeza de sus padres.  Sin embargo, esta Corporación niega la aplicación mecánica y absoluta de los criterios de 
ponderación citados, puesto que su determinación tampoco está exenta de complejidades 

 
Recuperado de: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/t-1021-
03.htm#:~:text=El%20consentimiento%20informado%20es%20un,sujetos%20libres%20y%20moralmente%20aut%C3%B3nomos
.  10/11/2021 
 

 

Todo tratamiento médico debe estar precedido de un consentimiento libre e informado. 

 

6.2 Sentencia C-313 de 2014 Corte Constitucional 
Que no obstante, la anterior disposición debe interpretarse en el marco constitucional de la autonomía del paciente en la toma 
de decisiones frente a la vacunación y a su consentimiento previo, expreso e informado, de conformidad con los desarrollos de la 
jurisprudencia constitucional sobre la materia: "es oportuno distinguir entre la titularidad del derecho y el ejercicio del mismo, 
pues, la titularidad de los derechos fundamentales es irrenunciable, pero, el ejercicio de los mismos por parte del titular es 
expresión de su autonomía, de manera que si una persona en su condición de titular del derecho fundamental a la salud, se niega 
a practicarse un procedimiento, esto es, a materializar el ejercicio del derecho, prima facie prevalece su autonomía"  

Recuperado de: https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=157252 12 de noviembre de 2021 

6.3 Sentencia SU-337 de 1999 Corte Constitucional 
CIENCIA MÉDICA-No es impermeable a la ética ni al derecho 

  
Es cierto que en principio deben evitarse al máximo las interferencias jurídicas y estatales en las discusiones científicas y en la 
evolución de la técnica, las cuales deben ser lo más libres posible, no sólo para amparar la libertad de pensamiento sino también 
para potenciar la propia eficacia de las investigaciones científicas y estimular así el progreso del conocimiento. Sin embargo, en la 
medida en que las investigaciones biológicas y las prácticas médicas recaen sobre seres vivos, y en especial sobre personas, es obvio 
que si bien pueden ser benéficas para el paciente, también pueden ser dañinas y deben por ende estar sometidas a controles para 
proteger la inviolabilidad y la dignidad de las personas. Además, después de la Segunda Guerra Mundial, y en especial de Auschwitz, 
la ciencia en general, y la ciencia médica en particular, no pueden ser consideradas impermeables a la ética ni al derecho, como lo 
muestra la propia expedición, por el Tribunal de Nuremberg, del  llamado Código de Nuremberg, que establece una reglas mínimas 
aplicables en toda investigación sobre seres humanos. 
  

AUTONOMIA DEL PACIENTE-Prevalencia 

  
Si los individuos son libres y agentes morales autónomos, es obvio que es a ellos a quienes corresponde definir cómo entienden el 
cuidado de su salud, y por ende, los tratamientos médicos deben contar con su autorización. En efecto, "la primera consecuencia 
que se deriva de la autonomía consiste en que es la propia persona (y no nadie por ella) quien debe darle sentido a su existencia 
y, en armonía con él, un rumbo". Por ello esta Corte ha señalado que del "principio general de libertad emana el derecho específico 
de la autonomía del paciente que le permite tomar decisiones relativas a su salud." Igualmente, si las personas son inviolables, sus 
cuerpos también lo son, por lo cual no pueden ser intervenidos sin su permiso. 
  

CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE-Pluralismo y dignidad 

  
Incluso si la autonomía y la dignidad no tuvieran el rango constitucional tan elevado que ocupan, de todos modos el inevitable 
pluralismo ético de las sociedades modernas, que la Carta reconoce y estimula, obliga, por elementales razones de prudencia, a 
obtener el consentimiento de la persona para todo tratamiento. En efecto, el pluralismo implica que existen, dentro de ciertos 
límites, diversas formas igualmente válidas de entender y valorar en qué consiste la bondad de un determinado tratamiento médico. 
Omitir el consentimiento informado sería permitir que la concepción de bienestar y salud del médico se imponga a aquella del 
paciente, en detrimento de los propios intereses de este último y de la protección constitucional al pluralismo. Esto muestra que en 
las sociedades pluralistas, el requisito del consentimiento puede justificarse incluso con base en el principio de Beneficencia. 
  

CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE-Intervenciones experimentales 

  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/t-1021-03.htm#:~:text=El%20consentimiento%20informado%20es%20un,sujetos%20libres%20y%20moralmente%20aut%C3%B3nomos
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/t-1021-03.htm#:~:text=El%20consentimiento%20informado%20es%20un,sujetos%20libres%20y%20moralmente%20aut%C3%B3nomos
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Esta exigencia del consentimiento, que es clara incluso en relación con los tratamientos en apariencia benéficos para la persona, es 
aún más evidente e importante cuando se trata de intervenciones experimentales, por cuanto, en tales eventos, es mucho mayor 
la posibilidad de que se cosifique a la persona y se la convierta en un simple instrumento para la realización de objetivos que le son 
extraños, como es la producción de conocimientos o el mejoramiento de ciertas técnicas de las que se beneficiarán otros individuos. 
Por ende, la investigación sobre seres humanos, que es indudablemente necesaria para mejorar la calidad misma de los 
tratamientos médicos, debe ser particularmente rigurosa en la obtención de un consentimiento informado de los potenciales 
sujetos, quienes, sin ninguna coacción o engaño, tienen derecho a decidir si participan o no en la empresa científica, sobre la base 
de un conocimiento objetivo de todos los eventuales riesgos y beneficios de los experimentos. De esa manera, gracias a esa 
intervención libre en la experiencia médica, el paciente deja de ser un objeto de esta para convertirse en sujeto y copartícipe del 
desarrollo de la ciencia, con lo cual queda amparada su dignidad e inviolabilidad. 
  

AUTONOMIA DEL PACIENTE-Prevalencia no es absoluta 

  
La autorización explícita del paciente puede no ser necesaria en determinados casos, por cuanto el principio de autonomía puede 
ceder ante las exigencias normativas de los otros principios concurrentes, dadas las particularidades de la situación concreta, tal y 
como sucede en las emergencias médicas o eventos asimilables. El principio de autonomía tiene entonces una prevalencia prima 
facie, pero no absoluta, sobre los valores concurrentes, y en especial sobre el principio de Beneficencia. Por consiguiente, en general 
el médico debe siempre obtener la autorización para toda terapia, salvo que, excepcionalmente, las particularidades del caso 
justifiquen apartarse de esa exigencia. Esto significa que el equipo médico que quiera abstenerse de obtener el consentimiento 
informado tiene la carga de probar convincentemente la necesidad de ese distanciamiento, pues si no lo hace, la prevalencia prima 
facie del principio de autonomía se vuelve definitiva y hace ineludible la obtención del permiso de parte del paciente. 
  

CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE-Características 

  
No cualquier autorización del paciente es suficiente para legitimar una intervención médica: es necesario que el consentimiento del 
paciente reúna ciertas características, y en especial que sea libre e informado. Esto significa, en primer término, que la persona 
debe tomar su determinación sin coacciones ni engaños. Por ello, en segundo término, la decisión debe ser informada, esto es, debe 
fundarse en un conocimiento adecuado y suficiente de todos los datos que sean relevantes para que el enfermo pueda comprender 
los riesgos y beneficios de la intervención terapéutica, y valorar las posibilidades de las más importantes alternativas de curación, 
las cuales deben incluir la ausencia de cualquier tipo de tratamiento. Finalmente, el paciente que toma la decisión debe ser lo 
suficientemente autónomo para decidir si acepta o no el tratamiento específico, esto es, debe tratarse de una persona que en la 
situación concreta goce de las aptitudes mentales y emocionales para tomar una decisión que pueda ser considerada una expresión 
auténtica de su identidad personal. 
  

CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE-Exigencias cualificadas 

  
AUTONOMIA DEL PACIENTE-Grado que se debe tener para aceptar o rechazar un tratamiento 

  
TRATAMIENTO MÉDICO DE LOS NIÑOS-Decisiones por padres y tutores 
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7 JURISPRUDENCIA SOBRE DERECHO A TOMA DE DECISIONES DE SALUD 
7.1 Sentencia T- 365 de 2017 Corte Constitucional 
 
El Estado, en cabeza del Ministerio de Salud y Protección Social, o de cualquier otra institución, no puede obligar a la población 
colombiana a vacunarse contra el virus del papiloma humano, por cuanto la facultad del paciente de tomar decisiones relativas a 
su salud ha sido considerada un derecho de carácter fundamental por la jurisprudencia constitucional, como concreción del 
principio constitucional de pluralismo y de los derechos fundamentales a la dignidad humana, al libre desarrollo de la personalidad 
–cláusula general de libertad del ordenamiento jurídico colombiano-, a la integridad personal y a la salud.  
 
Recuperado de: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-365-17.htm 10 de noviembre de 2021 

 

8 JURISPRUDENCIA SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES EN 
ESPACIOS PÚBLICOS, SEMIPÚBLICOS y PRIVADOS 

 

8.1 Sentencia T-068 de 2021 Corte Constitucional 
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/su337-99.htm
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La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, entidad encargada de ejercer el control sobre los servicios de vigilancia y 
seguridad privada, también se ha ocupado de establecer directrices a las empresas que prestan servicios de seguridad en materia 
de garantía de los derechos y libertades de las personas. En la Circular Externa número 20167000000235 del 3 de octubre de 2016 
se establecen lineamientos en materia de derechos humanos y responsabilidad social. Allí se dispone que los prestadores de 
servicio de vigilancia y seguridad privada deben “respetar los Derechos Humanos de todas las personas”, así como “estar 
debidamente informados respecto de los riesgos de Derechos Humanos asociados con sus operaciones” y “hacer hincapié en el 
respeto de los Derechos Humanos en los cursos de formación para el personal.” De manera específica, en relación con el respeto 
de los derechos de las personas LGBTI, la Circular Externa número 20157000000195 del 7 de septiembre de 2015 indicó:... 
 
En esta misma línea, la jurisprudencia constitucional ha insistido en que los derechos fundamentales de las personas no pueden 
limitarse arbitrariamente en los espacios semipúblicos, como los centros comerciales,[65] por parte de los administradores o 
equipos de seguridad de dichos lugares. Al respecto ha señalado: “las reglas de comportamiento en dichos lugares son mínimas y 
deben ser razonables. Por lo tanto, no es posible que sus administradores restrinjan ostensiblemente el libre desarrollo de la 
personalidad o discriminen a quienes allí acceden o permanecen[66]. Es decir que sus órganos internos y los agentes privados de 
la seguridad de estos lugares, únicamente disponen de facultades para garantizar la seguridad o el orden interno.” Si a ti 
un  Celador te pide que te tapes la boca o en el centro comercial o si en los conjuntos piden vacuna esta sentencia puede 
ayudar.  Sentencia T-068 DE 2021 Corte Constitucional. 

 
 

En materia de Centros Comerciales existe jurisprudencia que afirma que por tratarse de propiedad 
horizontal no se puede limitar los derechos de terceros 

 

8.2 Sentencia T-062 de 2018 Corte Constitucional  
 
 

La jurisprudencia de esta Corporación ha expuesto que las barreras son aquellos obstáculos que impiden el ejercicio a plenitud de 
los derechos y garantías de las personas con discapacidad, y ha señalado que las mismas pueden ser culturales, legales, físicas y 
arquitectónicas. Incluso, en varias ocasiones se ha estudiado la existencia de barreras en las relaciones entre las personas con 
discapacidad y los particulares. En dichos casos, se ha señalado que la obligación de eliminar tales limitaciones y garantizar el 
pleno goce de los derechos no recae exclusivamente en el Estado, pues pueden presentarse escenarios en donde dicho rol se 
reclama de quienes tienen una posibilidad real de asegurar la inclusión de las PcD y facilitar que desarrollen su vida de manera 
autónoma. Tal circunstancia ha ocurrido, por ejemplo, con conjuntos residenciales o centros comerciales. En estas decisiones se 
ha tenido en cuenta la necesidad de adecuar el entorno en procura de garantizar la dignidad humana, entendida como la 
posibilidad de diseñar un plan de vida y determinarse según sus características (vivir como se quiere). 

 
Recuperado de: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm 10 de noviembre de 2021. 
 

8.3 Sentencia T-909 de 2011 Corte Constitucional  

 
RESPONSABILIDAD CIVIL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS-Evolución jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia 
  

La persona jurídica debe responder por los perjuicios resultantes de los actos cometidos por los subalternos, cualquiera que sea el 
vínculo jurídico que cree esta subordinación, siempre y cuando ellos actúen en ejercicio de las funciones encomendadas por la 
persona jurídica, o con motivo de las mismas. Porque allí “no se le llama a responder por los actos de sus dependientes, sino  de las 
consecuencias de sus propios actos”. En materia de derechos fundamentales, tal elemento del régimen de responsabilidad de las 
personas jurídicas se mantiene, aunque bajo adicionales ingredientes normativos de cualificación, a saber: i) el imperativo de 
legalidad constitucional establecido para los particulares en el art. 6º C.P., ii) el carácter inalienable de los derechos en el art. 5º 
C.P., iii) los deberes del artículo 95 constitucional, en concreto los relacionados con la defensa de los derechos humanos y generales 
como el respeto a los derechos ajenos y el no abuso del derecho (núm. 4º y 1º); finalmente iv) los criterios amplios de interpretación 
que admiten las fórmulas previstas en el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. Es decir, que la responsabilidad de las personas 
jurídicas con ocasión de los actos que puedan constituir vulneración de los derechos fundamentales se imputa no de manera 
indirecta sino directa, por entender que los actos o hechos de quienes como subalterno, auxiliar o  dependiente o para favorecer 
sus intereses, son ejecutados por la persona jurídica misma. 

  
DERECHOS A LA DIGNIDAD HUMANA, AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD Y A LA INTIMIDAD-Garantía 
constitucional 
 

La dignidad humana, el libre desarrollo de la personalidad y la intimidad, son los derechos de libertad y de no intervención que 
confluyen en la protección de los ámbitos de libertad individual, en tanto ingredientes básicos para que un individuo pueda 
desenvolverse como tal en la sociedad, a la vez que consistentes con el humanismo, la creatividad, la autonomía reconocidas a la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm


persona natural en el Estado constitucional. La protección de la libertad pura, que en definitiva consiste en poder asignar cualquier 
contenido sobre los asuntos que no producen ningún daño en los otros y en no poder ser reprochado por ello, indemnes a los 
demás, ajenas al interés general, indisponibles por nadie distinto del sujeto. 

  
DERECHO A LA LIBERTAD INDIVIDUAL-Limitaciones 
  
RESTRICCIONES A LA LIBERTAD INDIVIDUAL-Fundamento normativo 

  
Desde los límites constitucionales y a través de las limitaciones legales, dos tipos de restricción especialmente relevantes se 
imponen en el ordenamiento jurídico frente a las libertades individuales: Por un lado, las especialmente intensas, cuyo 
incumplimiento acarrea las sanciones más gravosas pues incluyen la privación de la libertad (personal y la de locomoción): las 
sanciones penales. Por el otro, las medidas de carácter policivo, más destinadas a la preservación del orden social y por 
consiguiente menos restrictivas. En todo caso, unas y otras deben hallarse establecidas de modo que se respeten los principios de 
legalidad y tipicidad de la conducta, de protección del debido proceso en la definición de responsabilidades por incurrir en las 
prohibiciones o limitaciones, la sujeción al derecho y la proporcionalidad de la punición.  

  
CONTRAVENCION COMO LIMITACIÓN PARA LA CONVIVENCIA-Autoridad que puede imponerla es la Autoridad con función 
de Policía. 

  
Las primeras limitaciones que afectan las libertades individuales de las personas naturales son las establecidas conforme al poder 
de policía o poder normativo de regulación del comportamiento ciudadano, a la función de policía reglada y sujeta a la ley y 
también a la actividad de policía, como competencia de carácter estrictamente material sin poder jurídico alguno, para ejercer la 
fuerza. Todas ellas destinadas a mantener el orden público, a través de la seguridad, tranquilidad, salubridad y moralidad “que 
deben existir en el seno de una comunidad para garantizar el normal desarrollo de la vida en sociedad”. Mas, es claro que las  
restricciones desde el ámbito del Derecho de policía deben estar debidamente fundamentadas en el derecho y en todo caso deben 
producirse con respeto por la dignidad humana y los derechos y libertades constitucionales. A este respecto se aprecia en el Código 
Nacional de Policía, Decreto-ley 1355 de 1970, por el cual se dictan normas sobre policía, que en su artículo 1º determinó que la 
policía “está instituida para proteger a los habitantes del territorio colombiano en su libertad y en los derechos que de ésta se 
derivan (…)”. Por otra parte, se prevé en el artículo 2º que el orden público que protege la policía “resulta de la prevención y 
eliminación de perturbaciones de la seguridad, de la tranquilidad, de la salubridad y la moralidad públicas”. 

  
RESTRICCIONES DE CARÁCTER POLICIVO A LA LIBERTAD INDIVIDUAL-Garantía del principio pro libértate y principio de 
legalidad 
  
EMPRESA DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA-Competencia para disponer de las limitaciones a la libertad individual 

  
La actividad desempeñada por las empresas de vigilancia debe reducirse a prestar la función de vigilar el comportamiento 
ciudadano  del lugar donde se prestan sus servicios, pero sólo como forma de prevenir actos que atenten contra la vida, la 
integridad física, los bienes de los sujetos que se protegen y en su caso el delito. Así participan en la construcción de la seguridad y 
tranquilidad públicas, sin que en desarrollo de tales atribuciones puedan restringir los ámbitos de libertad reconocidos a los 
particulares o imponer las medidas correctivas que son competencia de las autoridades con función de policía o que ejercen 
actividad de policía propiamente dicha. Su ámbito de actuación se ciñe al deber de vigilancia, esto es, a cuidar con atención los 
espacios públicos o privados que están a cargo de la empresa que presta el servicio. 
  

REGÍMENES DE COPROPIEDAD HORIZONTAL DE CENTROS COMERCIALES-Competencia para disponer de las limitaciones 
a la libertad individual 

  
Sobre el régimen de las copropiedades para usos comerciales, éstas se someten a las normas comunes establecidas para la 
propiedad horizontal, pues en la ley 675 de 2001 no existe una regulación específica para las copropiedades que operan para uso 
comercial. El reglamento de propiedad horizontal, esencial fuente para la ordenación de los asuntos de la copropiedad debe 
concebirse dentro de la legalidad propia del Estado de derecho constitucional. Y no obstante contar con la facultad de regular con 
cierta autonomía los derechos e intereses de la copropiedad, los reglamentos y el ejercicio de las atribuciones legales que se 
confieren a los órganos de la copropiedad, no pueden negar derechos de terceros. Esto es, los terceros que transitan visitan el 
centro para desarrollar alguna actividad no relacionada con el régimen de copropiedad. 

  
IGUALDAD EN LA CONSTITUCIÓN Y PROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN-Reiteración de jurisprudencia 
  
NOCION DE IGUALDAD EN LA CONSTITUCIÓN-Reiteración de jurisprudencia 

  
Entre las reglas y subreglas que sobre la igualdad y la no discriminación esta Corte ha trazado según la Constitución y el Derecho 
internacional de los derechos humanos que vincula a Colombia, es necesario destacar las siguientes: Como regla general, la 
legalidad en el Estado constitucional (derechos, responsabilidades, obligaciones) debe ser aplicada en condiciones de igualdad a 
todos los sujetos a quienes se dirige, igualdad formal o ante la ley, salvo que existan razones que justifiquen y hagan legítimas 



normas diferentes, fundadas en las condiciones especiales del sujeto que hacen inoperante o ilegítima la norma general e imponen 
el trato jurídico y material diferenciado. En ese mismo sentido, las facultades, prerrogativas, prestaciones y habilitaciones que 
nutren de contenido los derechos, deben ser reconocidas a todos los sujetos que puedan entenderse como titulares de estos, así 
existan diferencias entre ellos. En lo demás, cuando los sujetos son diferenciables y no resulta legítima la misma norma de derecho, 
se hace imperativa la aplicación de un razonamiento inverso, de una regla que distinga e incorpore las garantías que demanda la 
diferenciación, como forma de hacer efectiva la igualdad material. 

  
PROHIBICION DE DISCRIMINACIÓN Y CRITERIOS SOSPECHOSOS-Reiteración de jurisprudencia 
  
FORMAS DE DISCRIMINACIÓN-Directa e indirecta 

  
La discriminación directa,  ha dicho la Corte constitucional, “se presenta cuando se establece frente a un sujeto determinado un 
tratamiento diferenciado injustificado y desfavorable, basado en criterios como la raza, el sexo, la religión, opiniones personales, 
(…) de manera tal que está proscrita en general, toda diferenciación arbitraria por cualquier razón o condición social”. Por su parte 
la indirecta ocurre, “cuando de tratamientos formalmente no discriminatorios, se derivan consecuencias fácticas desiguales para 
algunas personas, que lesionan sus derechos o limitan el goce efectivo de los mismos. En tales casos, medidas neutrales que en 
principio no implican factores diferenciadores entre personas, pueden producir desigualdades de facto entre unas y otras, por su 
efecto adverso exclusivo, constituyendo un tipo indirecto de discriminación”. Esta modalidad, en fin, se compone de dos criterios: 
Primero, la existencia de una medida o una práctica que se aplica a todos de manera aparentemente neutra. Segundo, la medida 
o la práctica pone en una situación desaventajada un grupo de personas protegido. Es el segundo criterio de la discriminación 
indirecta el que difiere de la discriminación directa: el análisis de la discriminación no se focaliza sobre la existencia de un trato 
diferencial sino sobre los efectos diferenciales. 
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9 Decreto Sobre Vacunación 
 
DECRETO 744 DEL 2 DE JULIO DE 2021 Articulo 2 – Modificación al Artículo 15 al Decreto 109 del 2021 
 
“Una vez contactada la persona a vacunar, el prestador de servicios de salud debe informarle que la 
vacunación es voluntaria y por lo tanto preguntarle si desea vacunarse. Si la respuesta es afirmativa le 
recomendará acceder al formato de consentimiento informado…..” 
 
Recuperado de: 
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20744%20DEL%202%20DE%20JULIO%2
0DE%202021.pdf 
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